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Concepto 5405
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentaron en ejercicio de su ciudadanía CAMILO ANDRÉS ABRIL JAIMES y CARLOS ALBERTO LÓPEZ CADENA contra el Acto Legislativo 05 de 2011, el cual se cita textualmente:
ACTO LEGISLATIVO 05 DE 2011
(18 de julio de 2011) 

Diario Oficial No. 48.134 de 18 de julio de 2011
"Por el cual se constituye el Sistema General de Regalías, se modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones sobre el Régimen de Regalías y Compensaciones." 

ARTÍCULO 1o. El artículo 360 de la Constitución Política quedará así: 

Artículo 360. La explotación de un recurso natural no renovable causará, a favor del Estado, una contraprestación económica a título de regalía, sin perjuicio de cualquier otro derecho o compensación que se pacte. La ley determinará las condiciones para la explotación de los recursos naturales no renovables. 

Mediante otra ley, a iniciativa del Gobierno, la ley determinará la distribución, objetivos, fines, administración, ejecución, control, el uso eficiente y la destinación de los ingresos provenientes de la explotación de los recursos naturales no renovables precisando las condiciones de participación de sus beneficiarios. Este conjunto de ingresos, asignaciones, órganos, procedimientos y regulaciones constituye el Sistema General de Regalías. 

ARTÍCULO 2o. El artículo 361 de la Constitución Política quedará así: 

Artículo 361. Los ingresos del Sistema General de Regalías se destinarán al financiamiento de proyectos para el desarrollo social, económico y ambiental de las entidades territoriales; al ahorro para su pasivo pensional; para inversiones físicas en educación, para inversiones en ciencia, tecnología e innovación; para la generación de ahorro público; para la fiscalización de la exploración y explotación de los yacimientos y conocimiento y cartografía geológica del subsuelo; y para aumentar la competitividad general de la economía buscando mejorar las condiciones sociales de la población. 

Los departamentos, municipios y distritos en cuyo territorio se adelanten explotaciones de recursos naturales no renovables, así como los municipios y distritos con puertos marítimos y fluviales por donde se transporten dichos recursos o productos derivados de los mismos, tendrán derecho a participar en las regalías y compensaciones, así como a ejecutar directamente estos recursos. 

Para efectos de cumplir con los objetivos y fines del Sistema General de Regalías, créanse los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación; de Desarrollo Regional; de Compensación Regional; y de Ahorro y Estabilización. 

Los ingresos del Sistema General de Regalías se distribuirán así: un porcentaje equivalente al 10% para el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación; un 10% para ahorro pensional territorial, y hasta un 30% para el Fondo de Ahorro y Estabilización. Los recursos restantes se distribuirán en un porcentaje equivalente al 20% para las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo, y un 80% para los Fondos de Compensación Regional, y de Desarrollo Regional. Del total de los recursos destinados a estos dos últimos Fondos, se destinará un porcentaje equivalente al 60% para el Fondo de Compensación Regional y un 40% para el Fondo de Desarrollo Regional. 

De los ingresos del Sistema General de Regalías, se destinará un porcentaje del 2% para fiscalización de la exploración y explotación de los yacimientos, y el conocimiento y cartografía geológica del subsuelo. Este porcentaje se descontará en forma proporcional del total de los ingresos del Sistema General de Regalías distribuidos en el inciso anterior. Las funciones aquí establecidas serán realizadas por el Ministerio de Minas y Energía o por la entidad a quien este delegue. 

La suma de los recursos correspondientes a las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo, y de los recursos del Fondo de Desarrollo Regional y del Fondo de Compensación Regional, crecerán anualmente a una tasa equivalente a la mitad de la tasa de crecimiento total de los ingresos del Sistema General de Regalías. La ley que regulará el sistema definirá un mecanismo para mitigar la disminución de los mencionados recursos, que se presente como consecuencia de una reducción drástica en los ingresos del Sistema General de Regalías. 

La diferencia entre el total de los ingresos del Sistema General de Regalías y los recursos destinados al ahorro pensional territorial, al Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, al Fondo de Desarrollo Regional, al Fondo de Compensación Regional, así como a los que se refiere el inciso 2o del presente artículo se destinará al Fondo de Ahorro y Estabilización. 

Los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Desarrollo Regional tendrán como finalidad la financiación de proyectos regionales acordados entre las entidades territoriales y el Gobierno Nacional.

Los recursos del Fondo de Compensación Regional se destinarán a la financiación de proyectos de impacto regional o local de desarrollo en las entidades territoriales más pobres del país, de acuerdo con criterios de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), población y desempleo, y con prioridad en las zonas costeras, fronterizas y de periferia. La duración del Fondo de Compensación Regional será de treinta (30) años, contados a partir de la entrada en vigencia de la ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. Transcurrido este período, estos recursos se destinarán al Fondo de Desarrollo Regional. 

Los recursos del Fondo de Ahorro y Estabilización, así como sus rendimientos, serán administrados por el Banco de la República en los términos que establezca el Gobierno Nacional. En los períodos de desahorro, la distribución de estos recursos entre los demás componentes del Sistema se regirá por los criterios que defina la ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. 

En caso de que los recursos destinados anualmente al Fondo de Ahorro y Estabilización excedan del treinta por ciento (30%) de los ingresos anuales del Sistema General de Regalías, tal excedente se distribuirá entre los demás componentes del Sistema, conforme a los términos y condiciones que defina la ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. 

PARÁGRAFO 1o. Los recursos del Sistema General de Regalías no harán parte del Presupuesto General de la Nación, ni del Sistema General de Participaciones. El Sistema General de Regalías tendrá su propio sistema presupuestal que se regirá por las normas contenidas en la ley a que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. En todo caso, el Congreso de la República expedirá bianualmente el presupuesto del Sistema General de Regalías. 

PARÁGRAFO 2o. La ejecución de los recursos correspondientes a las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo, así como de los recursos de los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación; de Desarrollo Regional, y de Compensación Regional, se hará en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo y los planes de desarrollo de las entidades territoriales. 

Los proyectos prioritarios que se financiarán con estos recursos, serán definidos por órganos colegiados de administración y decisión, de conformidad con lo establecido en la ley que regule el Sistema General de Regalías. Para el caso de los departamentos a los que se refiere el inciso 2o del presente artículo, los órganos colegiados de administración y decisión estarán integrados por dos (2) Ministros o sus delegados, el gobernador respectivo o su delegado, y un número representativo de alcaldes. La ley que regule el Sistema General de Regalías podrá crear comités de carácter consultivo para los órganos colegiados de administración y decisión, con participación de la sociedad civil. En cuanto a los municipios y/o distritos a los que se refiere el inciso 2o del presente artículo, los órganos colegiados de administración y decisión estarán conformados por un delegado del Gobierno Nacional, el gobernador o su delegado y el alcalde. 

Los programas y/o proyectos en ciencia tecnología e innovación de los departamentos, municipios y distritos que se financiarán con los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, se definirán por un órgano colegiado de administración y decisión, en el cual tendrán asiento el Gobierno Nacional, representado por tres (3) Ministros o sus delegados, un (1) representante del Organismo Nacional de Planeación y un (1) representante del Organismo Nacional encargado del manejo de la política pública de ciencia y tecnología e innovación, quien además ejercerá la Secretaría Técnica, un (1) Gobernador por cada una de las instancias de planeación regional a que se refiere el inciso siguiente del presente artículo; cuatro (4) representantes de las universidades públicas y dos (2) representantes de universidades privadas. Así mismo, los recursos de este Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, se distribuirán en la misma proporción en que se distribuyan a los departamentos, los recursos de los Fondos de Compensación Regional y de Desarrollo Regional. En ningún caso los recursos de este fondo podrán financiar gasto corriente. 

Los proyectos de impacto regional de los departamentos, municipios y distritos que se financiarán con los recursos de los Fondos de Desarrollo y Compensación Regional se definirán a través de ejercicios de planeación regional por órganos colegiados de administración y decisión donde tengan asiento cuatro (4) Ministros o sus delegados y un (1) representante del Organismo Nacional de Planeación, los gobernadores respectivos o sus delegados y un número representativo de alcaldes. 

La ley que regule el Sistema General de Regalías, podrá crear comités de carácter consultivo para los órganos colegiados de administración y decisión con participación de la sociedad civil. 

En todo caso, la representación de las entidades territoriales en los órganos colegiados será mayoritaria, en relación con la del Gobierno Nacional. 

PARÁGRAFO 3o. Créase el Sistema de Monitoreo, Seguimiento, Control y Evaluación de las Regalías, cuyo objeto será velar por el uso eficiente y eficaz de los recursos del Sistema General de Regalías, fortaleciendo la transparencia, la participación ciudadana y el Buen Gobierno. 

La ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior, definirá su funcionamiento y el procedimiento para la imposición de medidas preventivas, correctivas y sancionatorias por el inadecuado uso de los recursos del Sistema General de Regalías. Dentro de estas medidas podrán aplicarse a los Departamentos, Municipios y/o Distritos y demás ejecutores la suspensión de giros, cancelación de proyectos y/o el reintegro de recursos. 

La ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior definirá, igualmente, el porcentaje anual de los recursos de (sic.) Sistema General de Regalías destinado a su funcionamiento y al del Sistema de Monitoreo, Seguimiento, Control y Evaluación de las Regalías. Este porcentaje se descontará en forma proporcional del total de los ingresos del Sistema General de Regalías distribuidos en el inciso cuarto del presente artículo. 

PARÁGRAFO 1o. TRANSITORIO. Suprímase el Fondo Nacional de Regalías a partir de la fecha que determine la ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. El Gobierno Nacional designará al liquidador y definirá el procedimiento y el plazo para la liquidación. Los recursos no comprometidos que posea el Fondo Nacional de Regalías a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, se destinarán prioritariamente a la reconstrucción de la infraestructura vial del país y a la recuperación ambiental de las zonas afectadas por la emergencia invernal de 2010-2011. 

PARÁGRAFO 2o. TRANSITORIO. Respecto de los recursos que se destinarán a las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo y a los Fondos de Compensación Regional, y de Desarrollo Regional, su distribución durante los tres primeros años será así: durante el primer año corresponderá a un porcentaje equivalente al 50% para las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo y un 50% para los fondos enunciados en este parágrafo; de la misma forma, durante el segundo año se destinará un porcentaje equivalente al 35% y al 65% respectivamente; y durante el tercer año se destinará un porcentaje equivalente al 25% y el 75%, respectivamente.

En el evento en que durante el período comprendido entre los años 2012 y 2014, las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo, sean inferiores al 50% del promedio anual, en pesos constantes de 2010, de las asignaciones directas causadas menos descuentos de ley entre los años 2007 y 2010; y durante el período comprendido entre los años 2015 y 2020, sean inferiores al 40% del promedio anual, en pesos constantes de 2010, de las asignaciones directas causadas menos descuentos de ley entre los años 2007 y 2010; el departamento, municipio o distrito, podrá utilizar los recursos de la asignación del departamento respectivo en el Fondo de Desarrollo Regional, hasta alcanzar dicho porcentaje o hasta agotar los recursos del departamento en el mencionado Fondo, lo que ocurra primero. 

PARÁGRAFO 3o. TRANSITORIO. En el primer año de operación del Sistema General de Regalías, se destinará un veinticinco por ciento (25%) de sus recursos al Fondo de Ahorro y Estabilización. 

Durante el período 2012-2014, una quinta parte de los recursos anuales del Fondo de Ahorro y Estabilización se destinará a las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo. 

PARÁGRAFO 4o. TRANSITORIO. El Gobierno Nacional contará con un término de tres (3) meses contados a partir de la fecha de promulgación del presente acto legislativo, para radicar ante el Congreso de la República el proyecto de ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior, que ajuste el régimen de regalías al nuevo marco constitucional. 

Una vez radicado el proyecto de ley a que se refiere el inciso anterior, el Congreso de la República contará con un término que no podrá exceder de nueve (9) meses para su aprobación. Si vencido este término no se ha expedido la ley por parte del Congreso, se faculta por un (1) mes al Presidente de la República para expedir decretos con fuerza de ley para regular la materia. 

PARÁGRAFO 5o. TRANSITORIO. El Sistema General de regalías regirá a partir de 1o de enero de 2012. Si para esta fecha no ha entrado en vigencia la ley de que trata el inciso 2o del artículo anterior, el Gobierno Nacional garantizará la operación del Sistema mediante decretos transitorios con fuerza de ley, que expedirá a más tardar el 31 de diciembre de 2011. 

PARÁGRAFO 6o. TRANSITORIO. Para asegurar la ejecución de los recursos en la vigencia 2012, el Gobierno Nacional expedirá el presupuesto del Sistema General de Regalías para la citada vigencia fiscal, mediante un decreto con fuerza de ley. 

ARTÍCULO 3o. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de su promulgación.
1. Planteamiento de la demanda.
Los actores consideran que el Acto Legislativo 5 de 2011, al centralizar el manejo de los recursos de las regalías y, por tanto, afectar el principio de descentralización y de autonomía territorial, sustituye la Carta Política. En sus palabras:

En efecto, se reitera que en el texto original de los artículos 360 y 361 constitucionales se estableció que los ingresos provenientes de las regalías corresponderían a las entidades territoriales en aras de permitir la autogestión de sus propios intereses y por esta vía, desarrollar los principios de descentralización administrativa, financiera y presupuestal. Dicho ingreso no era menor, por el contrario, tal como se estableció párrafos atrás, se erigía en la principal fuente exógena de recursos para dotar de autonomía fiscal y presupuestaria a las diferentes entidades territoriales.

El Acto legislativo 05 de 2011 modificó en su integridad el Sistema de Regalías diseñado originalmente por el Constituyente en desarrollo del principio (sic.) descentralización administrativa, financiera y presupuestal. Además de la creación de varias instituciones y la supresión del Fondo Nacional de Regalías, el acto legislativo demandado centralizó la mayor parte de los recursos obtenidos por el Estado a título de regalías. Así, las entidades territorial (sic.) pasaron de ser titulares del 100% de tales recursos a sólo el 20%, mientras que el sector central se apropió del restante 80% (artículo 2). Así, casi la totalidad de las regalías dejaron de atender las necesidades e intereses de las entidades territoriales y corresponderán exclusivamente a la Nación.
Aducen que el cambio constitucional en materia de regalías vulnera el principio de autonomía territorial, en tanto y en cuanto dispone que los recursos de regalías para asignaciones directas deben ejecutarse en concordancia con los planes nacionales y territoriales de desarrollo, y que los proyectos prioritarios con cargo a los recursos de asignaciones directas y de los fondos de ciencia, tecnología e innovación, y de compensación y desarrollo regionales, son decididos por órganos colegiados integrados principalmente por ministros y demás agentes del gobierno central, siendo este sector el que toma las decisiones. En sus palabras:

Así las cosas, el acto legislativo demandado no sólo centraliza el 80% de los recursos provenientes de las regalías, sino, además, (i) limita la ejecución del restante 20% a los lineamientos previstos en el plan nacional de desarrollo y los planes de desarrollo de las entidades territoriales; y, finalmente, (ii) hace nugatoria la restringida capacidad decisoria de las entidades territoriales en materia presupuestaria y de gasto público por cuanto dicha competencia fue adjudicada a órganos colegiados compuestos principalmente por representantes del sector central de la administración.

En tales términos, las entidades territoriales ni siquiera conservan su autonomía para efectos de decidir sobre la destinación del restante 20% de recursos provenientes de las regalías; dicha capacidad decisoria fue asignada a órganos de composición e influencia del gobierno central en virtud del demandado Acto Legislativo 05 de 2011.
Al tenor de lo dispuesto en la reforma constitucional sub examine, serán los representantes del sector central de la administración quienes definan cuáles son los proyectos que se desarrollarán en las entidades territoriales, cuáles serán los montos específicos de asignaciones presupuestarias para tales efectos, cuáles serán los sectores de impacto regional, así como los programas de ciencia e innovación tecnológica a implementar. Así, no sólo se restringe sino que se cercena en su integridad la autonomía política, administrativa y presupuestaria, componente esencial de la autonomía territorial.
Arguyen que, al regularse la destinación de los recursos de regalías de manera previa y cerrada, se desconoce el principio democrático, pues no se deja margen alguno al legislador para regular esta materia. Además, al no incluirse los recursos en el Presupuesto General de la Nación, se impide el control de los mismos por parte del Congreso de la República. En sus palabras: 
En conclusión el Congreso Nacional, mediante el acto legislativo 05 de 2011, sustituyó, a través de todo lo expuesto aquí, el principio de libertad de configuración del Legislador, sin tener la competencia constitucional para hacerlo. Esa competencia solo la tiene el constituyente primario…
(…)

Este parágrafo significa la exclusión de la asignación del gasto del debate democrático. Se advierte (sic.) la separación de los recursos de regalías de los presupuestos de la Nación, sustituye el principio democrático en relación con la manera en que está ordenado, desde la Constitución, cómo se deben discutir u adoptar los presupuestos públicos. El Artículo 345 de la Constitución establece que: “…Tampoco podrá hacerse ningún gasto público que no haya sido decretado por el congreso, por las asambleas departamentales, o por los concejos distritales o municipales, ni transferir crédito alguno a objeto no previsto en el respectivo presupuesto”.
Agregan que el acto legislativo demandado, al disminuir el porcentaje de participación de las regiones productoras de los bienes que generan regalías, también vulnera derecho a la igualdad material, pues desconoce las cargas y los costos sociales y ambientales que deben asumir dichas regiones. En sus palabras:

De la norma anterior, se entiende con absoluta claridad que el legislador modificó el sistema general de regalías con el argumento de repartir dichos recursos para todos en el territorio nacional, desconociendo la realidad de las regiones productoras, es decir, sustituyó el principio de igualdad material, sin tener la competencia para hacerlo.
Por último, señalan que el acto legislativo demandado, al no prever mecanismos y estrategias para que las regiones productoras se adecuaran a la nueva situación de disminución de sus ingresos, vulnera el principio de confianza legítima. En sus palabras:
El Acto legislativo 05 de 2011 “Por el cual se constituye el Sistema General de Regalías, se modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones sobre el Régimen de Regalías y Compensaciones” sustituye claramente el principio definitorio de la confianza legítima y los principios esenciales de la buena fe y seguridad jurídica.

Lo anterior puede evidenciarse fácilmente de la lectura del propio Acto Legislativo; en la medida en que no existe ningún precepto jurídico del mismo, que señale o exponga las herramientas transitorias necesarias que permitan a las Entidades Territoriales continuar financiando los proyectos de inversión de sus respectivos Planes de Desarrollo y por tanto, cumpliendo con los compromisos sociales adquiridos con antelación y permanencia.
2. Problema jurídico.
Corresponde establecer si en el proceso de formación del Acto Legislativo 5 de 2011, se incurrió en algún vicio de procedimiento respecto de las competencias propias del Congreso de la República como constituyente derivado, que implique la sustitución de la Carta Política, en especial respecto de los principios de descentralización y autonomía territorial, democrático y de confianza legítima y del derecho a la igualdad.

3. Aclaración previa.
Es menester destacar que el Acto Legislativo 5 de 2011, fue promulgado el 

18 de julio de 2011, en el Diario Oficial 48.134 de esta fecha, y que la demanda sub examine se presentó el 7 de mayo de 2012. Por lo tanto, la demanda se presentó dentro de los términos previstos en el artículo 379 Superior y, por ende, no se configura el fenómeno de la caducidad de la acción. 

4. Análisis Jurídico.
Cuando en la demanda contra un acto legislativo se aducen cargos relativos a la sustitución de la Carta Política, es menester satisfacer una serie de mínimos argumentativos. En el caso puntual de los cargos en comento, se debe identificar y señalar tanto los elementos, ejes, parámetros y premisas esenciales, definitorias de la identidad de la Carta Política, que resultan vulnerados o afectados con la reforma constitucional; se debe demostrar la manera o forma cómo ocurre tal vulneración, hasta el punto de hacer evidente que se está ante una nueva constitución, diferente e incompatible a la anterior, a la luz de las premisas definitorias identificadas. Así lo advierte la Corte, entre otras, en la Sentencia C-317 de 2012, al decir:
La posibilidad de controvertir un acto del Congreso de la República mediante el cual se reforma la Constitución Política, por el llamado vicio de competencia, supone de parte del ciudadano que ejerce tal derecho político, asumir la carga de construir un cargo adecuado y suficiente de constitucionalidad, que le permita a la Corte entrar a conocer el asunto. Por eso, de manera reiterada, la jurisprudencia constitucional ha establecido que una demanda que plantee la sustitución de la Constitución mediante un Acto Legislativo, debe sustentar plenamente en qué consiste dicha sustitución, para poder cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 2 del Decreto 2067 de 1991. En tal sentido, por ejemplo, la sentencia C-153 de 2007, que resolvió una demanda contra el Acto Legislativo 01 de 2005, dijo al respecto:
(E)l ciudadano que instaure una acción pública de inconstitucionalidad contra la totalidad de un Acto Legislativo, o una parte del mismo, no puede plantearle a la Corte que realice un examen material sobre las disposiciones constitucionales por violar otras normas de la Constitución. (…) En este caso, la carga para el demandante consiste en plantear cargos de inconstitucionalidad relacionados con el desbordamiento del poder de reforma del Congreso. En otras palabras, el actor debe demostrar de manera concreta, clara, específica y suficiente que la modificación introducida al texto de la Constitución de 1991 no es una reforma sino que se está ante una sustitución de la misma.

(…) la exigencia que la Corte le hace al ciudadano de estructurar al menos un verdadero cargo de inconstitucionalidad en los casos en que éste considere que el Congreso de la República se extralimitó en el ejercicio de sus competencias al reformar la Constitución, es consonante no sólo con el carácter rogado que tiene la jurisdicción constitucional en estos casos, sino con los mínimos requisitos exigidos por el artículo 2 del Decreto 2067 de 1991 a fin de que la Corte pueda centrar adecuadamente el examen constitucional correspondiente, permitiendo también a los intervinientes y al Procurador General de la Nación, el pronunciamiento sobre problemas jurídicos concretos.

(…) En virtud de los argumentos expuestos, frente a una demanda como la que se estudia y con el fin de garantizar (1) el límite al poder de reforma sin dar lugar a un injustificado subjetivismos (sic) judicial que bloquee de manera ilegítima los cambios y transformaciones constitucionales y, (2) la existencia de una verdadera controversia constitucional sobre la presunta sustitución, la Corte debe asegurarse que el cargo se encuentre suficientemente estructurado. Para ello, como acaba de ser mencionado, debe exigir que el demandante demuestre de manera clara, suficiente, concreta y específica, que ha existido una verdadera sustitución de la Constitución. De esta manera la Corte debe evitar que so pretexto de un juicio de sustitución se adopte una decisión de fondo sobre una demanda que, en realidad, este (sic.) solicitando un control material de una reforma constitucional respecto de otras normas constitucionales o de tratados de derechos humanos.
Luego de examinar los cargos de la demanda, el Ministerio Público encuentra que éstos no satisfacen los mínimos argumentativos en comento. Y no los satisfacen porque carecen de certeza, ya que los actores hacen lecturas parciales del acto legislativo demando, que no corresponden con su texto integral y completo. A partir de este sesgo, resultado de la interpretación inadecuada de la norma demandada, se edifican los cargos de sustitución de la Carta, como se muestra enseguida.
Para afirmar que se vulnera los principios de descentralización y autonomía territorial, porque los recursos de regalías fueron centralizados en el acto legislativo demandado, se pasa por alto la relevante circunstancia de que todos los recursos de regalías tienen una destinación final territorial. Basta revisar la finalidad de los fondos de ciencia, tecnología e innovación, compensación y desarrollo regionales, al tenor de lo previsto en los incisos octavo y noveno del artículo 361 Superior, para constatar la destinación territorial de estos recursos. Otro tanto puede decirse de los recursos para ahorro pensional territorial, destinados a cubrir los pasivos de los entes territoriales, como le precisa el inciso primero del artículo en comento, y de los recursos del fondo de ahorro y estabilización, que hacen parte del ahorro público destinado a financiar componentes del Sistema General de Regalías, cuyo fin es totalmente regional. Incluso los recursos encaminados a fiscalizar la explotación de los recursos minerales y la cartografía geológica de subsuelos, tienen la misma destinación territorial por vía indirecta, en tanto que son recursos económicos enfocados a la adquisición de más recursos minerales. 
Para afirmar que se vulnera el principio de autonomía territorial, en cuanto atañe a la competencia de los entes territoriales para administrar sus propios recursos, referida a las decisiones que órganos colegiados toman sobre proyectos prioritarios con cargo a los recursos de asignaciones directas y de los fondos de ciencia, tecnología e innovación, y de compensación y desarrollo regional, los actores omiten, según lo previsto en el inciso final del parágrafo 2º del artículo 361 Superior, que la representación de las entidades territoriales en los órganos colegiados indicados debe ser mayoritaria en relación con la del Gobierno Nacional.
Para afirmar que se vulnera el principio democrático, al no dejar ningún margen de configuración al legislador y al no incluir los recursos de las regalías dentro del Presupuesto General de la Nación, los actores pasan por alto el artículo 360 Superior, que textualmente dice: “la ley determinará la distribución, objetivos, fines, administración, ejecución, control, el uso eficiente y la destinación de los ingresos provenientes de la explotación de los recursos naturales no renovables precisando las condiciones de participación de sus beneficiarios”, y el parágrafo 1º del artículo 361 ibídem, según el cual el Sistema General de Regalías tiene su propio presupuesto, que debe ser expedido bianualmente por el Congreso de la República.
Para afirmar que se vulnera el principio de confianza legítima, al no haberse previsto mecanismos y estrategias adecuados para que las regiones productoras pudiesen adaptarse a nueva situación de disminución de sus ingresos, los actores ignoran los parágrafos transitorios 2º y 3º del artículo 361 Superior, en los cuales se regula de manera clara y razonable un régimen de transición, que se extiende hasta el año 2020, y la previsión del inciso sexto de este mismo artículo, según la cual la ley que regule el Sistema General de Regalías debe definir un mecanismo para mitigar la disminución de los recursos de las asignaciones directas para las entidades territoriales productoras y portuarias para el transporte de recursos naturales no renovables y de los Fondos de Desarrollo y Compensación Regionales, cuando se presente como consecuencia de una reducción drástica de los ingresos de ese sistema.  
Para afirmar que se vulnera el derecho a la igualdad material, al desconocer la situación real de las regiones productoras, y en especial los costos sociales y ambientales que éstas asumen, se omite que el nuevo Sistema General de Regalías está soportado en una política de expansión de la explotación minera, que debe traer como consecuencia un aumento en los ingresos por este concepto para generar una mayor distribución de regalías en todas las regiones del país. El derecho a la igualdad en un Estado Democrático y Social de Derecho, no puede comprenderse como una garantía del statu quo, en la medida en que haga inviable cubrir las necesidades básicas e insatisfechas de las personas. A su vez, tanto por razones macroeconómicas como, de manera especial, para prever la disminución de las regalías a mediano y largo plazo se crea el Fondo de Ahorro y Estabilización con el fin que en los momentos de desahorro sus recursos alimenten los demás componentes del sistema. 

Se omite también que la disminución de las regalías en determinadas regiones no es atribuible sólo al acto legislativo demandado, sino también, y en mayor medida, a la disminución y agotamiento de su explotación, especialmente en regiones donde esta actividad lleva largo tiempo, porque, como su nombre lo denota, se trata de recurso naturales no renovables cuya característica principal es su agotamiento sin posibilidad de reproducción o recuperación.
En vista de las anteriores circunstancias, al presentar la demanda cargos carentes de certeza, en tanto y en cuanto se elaboran a partir de la interpretación inadecuada e injustificada del acto legislativo demandado, el Ministerio Público le solicitará a la Corte que se inhiba de pronunciarse sobre la exequibilidad del Acto Legislativo 5 de 2011. 

5. Conclusión.
El Ministerio Público solicita a la Corte que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad del Acto Legislativo 5 de 2011, por ineptitud sustancial de la demanda.  
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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